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Procedimiento Preventivo de Crisis
De un tiempo a esta parte se avizora como innegable la crisis económica que esta afectando a nuestro país, la que se ha visto profundizada por el crack financiero internacional, con base en EEUU, en virtud del cual se prevé una considerable reducción del cúmulo de exportaciones de nuestro país, tanto de productos primarios, como los pocos con valor agregado que Argentina vende al mundo.

Como consecuencia directa de este crack internacional, se prevén despidos masivos de personal en al mayor parte de empresas multinacionales, (Muchas de las cuales tiene sucursales aquí). Despidos que, más temprano que tarde, ya se están produciendo en numerosas empresas de Argentina, en muchos casos solapados. 

Si bien en los medios periodísticos se hace referencia generalmente a las empresas automotrices, o productores de bienes de consumo masivos, quienes son “habitúe” del Ministerio de Trabajo y/o de la Dirección General de Protección del Trabajo del GCBA , pueden observar la gran concurrencia de “grupos” de empleados de distintas empresas, que van a firmar acuerdos espontáneos de desvinculación.

Ante esta situación, y como una especie de solución, el gobierno nacional se encuentra evaluando la posibilidad de revitalizar el Procedimiento preventivo de crisis de empresas. Dicho procedimiento se encuentra vigente desde el año 1991, y estipula una instancia administrativa de conciliación previa, similar al de la conciliación obligatoria. El mismo se tramita ante el Ministerio de Trabajo a instancias del empleador o de la asociación sindical de los trabajadores y se lleva a cabo previamente a la aplicación de suspensiones y despidos por razones de fuerza mayor, causas económicas o tecnológicas que afecten a más del 15% de los trabajadores en empresas de menos de 400 empleados; a más del 10% en empresas de entre 400 y 1000 trabajadores; y a más del 5% en empresas de más de 1000 empleados. 

El sometimiento al procedimiento preventivo de crisis se limita a la posibilidad de resolver una situación conflictiva mediante la negociación, y suspende, mientras se tramita, la posibilidad de adopción de medidas de acción directa por parte de los trabajadores y los despidos por parte de la empresa.  

El peticionante debe fundamentar la solicitud a presentarse ofreciendo todo elemento probatorio pertinente. En este caso deberán destacarse los motivos que han llevado a la empresa al proceso de crisis, debiendo los mismos no haber sido provocados por el empleador. La fundamentación y exposición de motivos es de carácter esencial para que el Ministerio haga lugar al procedimiento.

El Ministerio dará traslado a la otra parte y citará a ambos a una audiencia dentro del plazo de cinco días. De no llegar a un acuerdo en dicha audiencia se abrirá un período de negociaciones entre las partes cuyo plazo máximo es de 10 días. Si dentro de dicho plazo las partes arribaran a un acuerdo, deberán presentarlo al Ministerio, quien deberá expedirse dentro de los 10 días siguientes, pudiendo homologarlo o rechazarlo mediante resolución fundada. En caso de no expedirse dentro de dicho plazo el acuerdo se tendrá por homologado. Durante todo el procedimiento el Ministerio dispone de amplias facultades para solicitar información aclaratoria respecto de los fundamentos que llevaron a solicitar la aplicación del procedimiento, como asimismo para realizar las investigaciones que considere pertinentes.

Deberán tomarse en cuenta las disposiciones que puedan contener los Convenios Colectivos de Trabajo y que se relacionen con la representatividad de los trabajadores comprendidos en el mismo para los supuestos de modificaciones que alteren condiciones en los contratos de trabajo celebrados, o incluso para los casos de despidos.

La mera tramitación ante el Ministerio de Trabajo del procedimiento preventivo de crisis, de ningún modo significa que se encuentre probada la falta o disminución de trabajo con los alcances y requisitos que el Art. 247 de la LCT exige para autorizar al empleador a ampararse en dicha normativa.

En el caso de que el empleador no cumplimente esta disposición, los trabajadores mantendrán su relación laboral debiendo percibir los salarios caídos. En ese caso, el Ministerio puede analizar la aplicación de multas y que la empresa deje de percibir el cobro de subsidios estatales. Por su parte, y en el caso de que el sindicato adopta medidas de fuerza, puede ser sancionado y los empleadores quedan liberados. Finalizados los plazos previstos sin lograr un acuerdo entre las partes, se dará por concluido el procedimiento y las partes quedarán liberadas.
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Si tuviese cualquier pregunta o comentario respecto del presente por favor no dude en comunicarse llamando al  (54 11) 4116-4155 o vía e-mail a info@kahale.com.ar.

Kahale Abogados no se responsabiliza por ninguna acción u omisión realizada en relación con o como consecuencia de la información aquí contenida, y en ningún caso será responsable por cualquier daño emergente del uso de dicha información. Se aconseja a los lectores recurrir a un asesoramiento específico para cada caso en particular.
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